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DESARROLLO DE POLITICAS PUBLICAS EN  CHILE

15 de junio de 2007

A. La Agenda Gubernativa
1. Las políticas públicas requieren y se desprenden de una Agenda Gubernativa.
2. A su vez para la elaboración de una Agenda gubernativa hace falta una estrategia de desarrollo política, económica y social y una agenda valórico-cultural.
3. Por otra parte, la posibilidad de desarrollar una agenda está ligada  a la gobernabilidad.
4. Entiendo la gobernabilidad democrática como la capacidad de una sociedad de gobernarse a sí misma.

¿Qué significa eso?

a) Que funcionen adecuadamente las instituciones de la democracia representativa. Esto quiere decir que haya un conjunto de normas claras que sean respetadas por todos los actores políticos y sociales. Para que esto ocurra las instituciones – destaco las elecciones y el Estado de Derecho en sus diversas manifestaciones – deben ser percibidas como legítimas por esos actores y en su comportamiento ser respetuosos de los mecanismos de toma de decisiones y de canalización y solución de conflictos.  Es decir, el sistema político funciona con grados suficientes de consenso y disposición  al compromiso para evitar confrontaciones agudas y persistentes.  En suma que haya estabilidad política.
b) La existencia de un crecimiento económico sostenido con una elevación perceptible de los niveles de vida, bajo desempleo y razonable equilibrio macroeconómico.

c) Un grado de paz social suficiente, de aquiescencia social a las estrategias y políticas públicas.  Para que ello ocurra la sociedad requiere de cohesión social, de sentido de pertenencia y de valoración de la identidad nacional.  Crecientemente este requisito se cumple en función de la eficacia y el compromiso de avanzar hacia sociedades más equitativas que eliminan pobreza, reduzcan desigualdades y superen marginalidad y discriminación.
5. Entrando al caso chileno en el período 1990-2006 cabe señalar que desde sus inicios planteó una estrategia definida, bautizada como de crecimiento con equidad.

Su misión fundamental era la de consolidad la democracia para lo cual era indispensable generar consensos suficientes, en una sociedad marcada por más de dos décadas de confrontación aguda, para asegurar estabilidad política.

Por otra parte, era indispensable para una consolidación efectiva de la democracia tener éxito en los 4 años del mandato.  El fracaso habría podido significar una regresión autoritaria con posible reelección en 1993 del propio Pinochet por la vía de las  urnas.

6. Se juzgó que la ciudadanía mediría el éxito en el campo económico-social.  Eso significaba la continuidad del crecimiento producido desde 1985 ((Ministro Büchi) y dar respuesta suficiente a las demandas sociales y las altas expectativas existentes al respecto, dado el grave deterioro experimentado en este campo en los años del gobierno militar.
7. Estas decisiones estratégicas implicaron abordar con prudencia, oportunidad y de manera  no confrontacional los temas más sensibles y delicados de la agenda política pendiente.  Por eso no se intentó derogar la ley de amnistía de 1978 (como gesto testimonial ya que no había votos en el Senado para aprobarla) y se canalizó el tema de los derechos humanos por vía de la creación de la comisión pluralista de Verdad y Reconciliación sin facultades de tribunal, encargada – como lo hizo – de entregar la verdad moral e  histórica de lo acontecido.  

Por último, se postergó hasta los años finales del mandato la presentación de las reformas constitucionales pendientes desde 1989 para eliminar los llamados enclaves autoritarios de la Constitución.
8. Consecuente con lo anterior se privilegió en la agenda gubernativa la continuidad de la política económica de integración al mundo global, equilibrios macroeconómicos y de incentivos a la inversión.  En el plano legislativo se dio prioridad a una Reforma Tributaria y a una Reforma Laboral, necesarias para obtener recursos para la indispensable expansión de las políticas sociales y para dar legitimidad a las normas laborales rechazadas duramente por los trabajadores  por haber sido impuestas por Pinochet.
La estrategia de construcción de consensos permite aprobar ambas reformas entre 1990 y 1991.

Patricio Aylwin terminó así con una adhesión ciudadana de un 54%.

9. Al ser elegido Eduardo Frei en 1994 en una elección respaldada por todos, incluido el candidato opositor se consolidó la democracia y quedó también consagrada la estrategia de crecimiento con equidad que ha seguido la Concertación hasta el día de hoy.

10. Las políticas públicas se desarrollan en el contexto del sistema político formado por un conjunto de instituciones – normas, organizaciones – cuyo funcionamiento depende del comportamiento de los actores políticos, económicos y sociales que desempeñan diversos roles en dicho sistema.

B. Breve síntesis del sistema político chileno.
11. Se trata de un régimen presidencial fuerte que se expresa en una gran capacidad de iniciativas legislativas y no legislativas del Presidente, a menudo de carácter exclusivo como ocurre con los gastos e ingresos públicos, los gastos en seguridad social, creación de cargos y servicios públicos,  nombramiento de personas, conducción de la política exterior, designación de los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y ascensos de los oficiales de mayor graduación, etc.
12. A pesar de esta enumeración potente de facultades no creo que se justifique el calificativo de hiper presidencialismo con que se suele motejar.
En efecto, el poder del Presidente tiene restricciones – limitaciones importantes.

a) Todos los proyectos de ley deben ser aprobados por las dos ramas del Parlamento, por lo que dependen de la mayoría política de que se pueda disponer.  Además, las materias de ley cubren el amplio espectro de la acción pública. A diferencia de Argentina, por ejemplo, el Presidente  no puede legislar por decreto.

b) La Constitución exige mayorías especiales de aprobación para las materias consideradas sensibles en que no basten las mayorías simples y que consisten en 2/3, 4/7 y mayoría de parlamentarios en ejercicio para reformas constitucionales, leyes orgánicas constitucionales y leyes de quórum constitucional respectivamente; en la forma y casos estipulados en la propia Constitución.
c) Respecto de diversos nombramientos relativos a cargos importantes, el Presidente si bien posee la prerrogativa de proponer el o los candidatos al Senado, deben ser ratificados por éste con mayorías especiales que lleguen hasta 2/3 de sus miembros.  Ejemplos de esto son Ministros de la Corte Suprema y directores del Banco Central.  En el caso del Tribunal Constitucional el Presidente designa libremente a tres de nueve miembros, siendo los restantes designados por el Senado y la Corte Suprema.  Además en éstos como en otros casos diversas normas aseguran la autonomía e independencia de los organismos respectivos, como es el caso de las Superintendencias y demás entidades que constituyen el aparato regulatorio del Estado.

Es interesante hacer notar que cuando los nombramientos exigen la concurrencia de la voluntad de 2 ó 3 Poderes del Estado, junto a las normas que les dan poder de decisión propia, los organismos pertinentes se despolitizan.
Por ejemplo, creo que la autonomía del Banco Central y la iniciativa exclusiva del Presidente en materia de gasto público, contribuyeron en gran medida a la erradicación del populismo, de crónica tradición en Chile.

d) La Constitución, de orientación liberal en lo económico-social, basada en el concepto del Estado Subsidiario, restringe la actividad empresarial del Estado y permite la participación privada en la provisión de servicios sociales.

e) Los 345 Municipios del país, cuyos Alcaldes y Concejales son elegidos por votación popular, son autónomos del Estado Central.

13. El sistema político está macado por el sistema electoral binominal que ha consolidado – yo diría congelado – los dos bloques o coaliciones – pro-Pinochet y anti-Pinochet que existen desde el plebiscito del SI y del NO de 1988, convertida en las dos grandes coaliciones, la Concertación y la Alianza, que subsisten hasta hoy.

a) Para los efectos de esta exposición es importante destacar que el binominal impide a un partido político salirse de una coalición, pues si no tiene entre el 25 y 30% del electorado corre el serio riesgo de desaparecer del mapa político al no poder elegir a ningún candidato en una disputa a 3 ó 4 listas. Los partidos más votados – la DC y la UDI – cuentan con una adhesión de sólo 20%.

b) En segundo lugar, de todos los sistemas electorales conocidos, el binominal es el que da mayor posibilidad  a la segunda fuerza electoral (desde 1990 la Alianza) a empatar con la primera (la Concertación).  La Concertación requiere doblar la votación de la lista opositora para obtener los dos cupos de determinada circunscripción, cosa que ocurre en pocos casos.  De ahí 
que la alianza de Gobierno haya tenido y tenga sólo una estrecha mayoría.  De hecho en el Senado fue minoría entre 1990 y 1999, por efecto de los Senadores Designados, empatada entre 1998 y 2004, y sólo levemente mayoritaria desde marzo de 2006.

c)  Por otra parte, al parlamentario en ejercicio adquiere una gran influencia sobre su electorado de modo que con su reelección relativamente asegurada, adquiere considerable independencia respecto de su partido y del Gobierno en el caso de la Concertación, lo que ha ido afectando – como estamos viendo – la disciplina de los parlamentarios otorgándoles fuerte inmunidad si rompen filas y rechazan determinado proyecto gubernativo.
C. Las políticas públicas.  
1. El sistema político otorga primacía casi absoluta al Poder Ejecutivo en la confección de la Agenda Gubernativa de políticas públicas.

2. Sin embargo, las características del sistema que hemos descrito, implica  que en caso de proyectos de ley, su aprobación enfrenta grandes capacidades y puntos de veto que la convierten en una tarea que requiere claridad de objetivos,  buenos proyectos, disciplina parlamentaria y especialmente disposición y capacidad de negociación y compromiso.
3. Además de los actores políticos suelen tener importante participación y alta capacidad de presión y veto fáctico las organizaciones sociales y los medios de comunicación de  masas.  Sindicatos, gremios empresariales y organizaciones medioambientales suelen tener una participación decisiva en las políticas  que les interesan o competen.

A su vez, los medios de comunicación, en especial la televisión puede determinar el éxito o fracaso de una política al generar opinión ciudadana en  favor o en contra, presionar por la inclusión en la agenda gubernativa de determinada materia, ya sea por iniciativa de los periodistas o, comúnmente, por la acción, a través de los medios, de dirigentes políticos y sociales.

4. Para los efectos de esta presentación dividiremos  las políticas públicas  que conforman la agenda gubernativa en políticas de resorte exclusiva del Gobierno (no-legislativas) y políticas que se expresen en proyectos de ley (legislativas).

C1.  Políticas públicas no-legislativas.      
5. La agenda gubernativa pertinente responde a los siguientes factores:

a) Voluntad del Presidente de la República originado en su programa, en sugerencias de algunos de  sus Ministros o en otros factores.

b) Acuerdo interno del Gobierno.  En este sentido se presentan diversas constelaciones que es preciso armonizar.

· Políticos (Ministros y Subsecretarios). Tecnócratas (asesores y técnicos especialistas en diversas materias).

· Ministerio de Hacienda y Ministros políticos. Los segundos normalmente más proclives a las demandas políticas y ciudadanas.

· Ministerio de Hacienda y Ministerios sectoriales en relación a la cuantía, orientación y eficiencia del gasto y la forma de  enfrentar las demandas sociales.

Para que se produzcan decisiones  armónicas y firmes se precisa la existencia de mecanismos de  coordinación y decisiones claras al interior del Gobierno.
c) Capacidad del Gobierno de resistir o alternativamente de canalizar,  profesar o asumir en todo o parte demandas sociales o de la oposición política.
d) Capacidad de implementación
i. Capacidad de gestión de la administración pública.
ii. Acuerdo en mecanismos de implementación ya sea por prestación pública, concesión o externalización a privados.

iii. Disposición favorable de la burocracia respectiva e inexistencia de comportamientos de naturaleza política o institucional encaminados a impedir o distorsionar la ejecución de lo acordado. 
6. Desempeño en el período 1990-2005
a) En materia macroeconómica ha sido excelente y exitoso. Los Ministros de Hacienda nombrados al inicio de cada período permanecen en sus cargos hasta el final del mismo sin cuestionamientos mayores ni de los partidos de la Concertación ni de la Oposición.  Hoy eso ya no está tan claro.

b) Modernización del estado y capacidad de gestión.

En esta área la partida fue lenta pero ha adquirido mayor dinamismo en l
os últimos años con incorporación paulatina y sostenida de factores como medición de resultados, evaluación de rendimiento, transparencia de información, mejor “accountability” y modernización de instrumentos como la utilización masiva de TIC’s.

c) Probidad y Transparencia.  De escasa relevancia en los primeros años adquirió protagonismo en 2003 a  raíz de algunos hechos cuestionables y a diversas denuncias, culminando en un acuerdo político entre Gobierno y Oposición y en una legislación que abordó temas de probidad e intervencionismo del Estado y del dinero en política y en particular, en campañas electorales.
A fines de 2006 volvió a ocupar un lugar central en la Agenda a raíz de una nueva serie de conductas públicas inadecuadas y de múltiples denuncias tanto opositoras como de otras fuentes.
d) Políticas sectoriales.  Corresponden en general, a la implementación de políticas públicas, incluyendo cambios en los mecanismos utilizados. Entre los más relevantes de encuentran las políticas de Educación, Salud y Vivienda y la inversión en Obras Públicas.

Educación, área prioritaria para todo Gobierno registra progresos que se han traducido en cobertura alta pero con déficit  grandes en calidad.  Las políticas públicas en esta área han enfrentado  restricciones legales que no han podido modificar como la rigidez del Estatuto Docente, la resistencia del profesorado, asociado en el poderoso Colegio de Profesores, a modernizaciones como la evaluación por rendimiento o la inclusión de incentivos por resultados en su remuneración, la insuficiente calidad del profesorado formado en Escuelas de Pedagogía  mediocres, el atraso consiguiente en las técnicas pedagógicas aplicadas en el aula y por sobre todo, la desigualdad económico social y cultural que se expresa en considerables grados de segregación y de reproducción de las desigualdades a través de diferencias en el aprendizaje escolar.
En Obras Públicas el sistema de concesiones y en los servicios básicos una combinación de privatizaciones y concesiones permitió la incorporación de capital privado, logrando así el país una magnitud de progreso muy significativo que no se habría podido lograr con los meros recursos del Estado.
En Vivienda se ha reducido enormemente el déficit habitacional y se ha mejorado progresivamente la calidad de las viviendas sociales y las fórmulas de financiamiento, facilitando el acceso a la vivienda propia de familias de recursos escasos o modestos.

Por fin en Salud se aprobaron las llamadas leyes Auge de la reforma del sector Salud tanto público como privado que esta en sus primeros años de implementación, con considerable éxito en la aplicación del sistema de garantías explícitas para las patologías prioritarias y mejor institucionalización del sector privado (Isapres).  Es lento el progreso en la calidad de la gestión de los hospitales públicos.  Sólo unos 5 de ellos han accedido al status de hospitales auto gestionados que contempla la ley. Quedan pendientes de nuevas iniciativas legislativas la reforma de la salud primaria municipal y el tema de las licencias médicas.
Esta enumeración, como dije, corresponde primordialmente a políticas que dependen de la voluntad y capacidad del Ejecutivo para llevarlas adelante, pero que están limitadas, en muchos casos, por la insuficiencia de avance en las políticas legislativas pertinentes.

C2.  Políticas públicas legislativas.

Como antecedentes previos parece relevante señalar los siguientes:

1. El sistema político chileno si bien otorga un alto grado de iniciativa legislativa al Gobierno se caracteriza también por el poder  que confiere al Parlamento y a los parlamentarios individuales para hacer valer capacidad de influencia y poder de veto.
2. Los consensos políticos básicos que han caracterizado a Chile en este período, ha generado un clima propenso a los acuerdos, con un significativo nivel de voluntad de negociación y compromiso, sin perjuicio de la intensidad de la competencia política y de la fuerte confrontación pública que suele caracterizar la política cuotidiana.

3. El Congreso chileno es, sin duda, el mejor evaluado de América Latina como lo pone de relieve el libro “Procesos Políticos y Políticas Públicas” editado por el Banco Interamericano, publicado el 2006 y que le da las más altas calificaciones en su análisis  comparativo hecho en base a 8 indicadores, todos los cuales dan su más alta calificación al Parlamento chileno. 

Digo esto porque contradice la baja autoevaluación que los parlamentarios hacen de su propia labor y su poco prestigio público. Mi experiencia personal también indica que en el Congreso se hace un trabajo serio y reflexivo, concentrado en las Comisiones permanentes, un amplio espectro de consultas, diálogo abierto y voluntad de negociación y compromiso entre opiniones y posiciones políticas diferentes.  Una mayoría de los proyectos aprobados ha sido sustancialmente modificado y perfeccionado en el Parlamento. Por ello el libro del BID lo define como un Parlamento reactivo-constructivo.
4. La coalición de Gobierno – la Concertación tuvo siempre una pequeña mayoría en la Cámara de Diputados inferior a la que hubiera necesitado para aprobar leyes orgánicas constitucionales o reformas constitucionales.  En el Senado estuvo en minoría por la presencia de los Senadores designados entre 1990 y 1998, en situación de empate entre 1990 y 2005 y con una pequeña mayoría a partir de marzo de 2006.

5. Pese a la evolución favorable de su situación de mayoría, al Gobierno le ha ido resultando cada vez más difícil la aprobación de proyectos importantes debido a que se ha resentido en el último tiempo tanto la disciplina partidaria como la de diversos parlamentarios individuales; en tanto que la relación política con la Oposición ha adquirido mayores grados de confrontación.
6. El proceso de formulación de políticas públicas en Chile en este período saca buenas notas en cuanto a que prima en una mayoría de casos el interés general por sobre los intereses y demandas corporativas de grupos de presión.  El clientelismo, sin duda, existe, pero no ha sido una faceta predominante en el proceso legislativo.  Se ha expresado con mayor nitidez en algunos proyectos como instrumento de negociación para obtener determinados apoyos o para compensar a sectores que se sienten o efectivamente  son perjudicados por la iniciativa.  Por lo demás, no constituye clientelismo sino buena práctica político-social compensar a los perdedores.  Los beneficios  otorgados a la agricultura tradicional para lograr el apoyo de las “bancadas agrícolas” de todos los partidos a los Tratados de Libre Comercio son un buen ejemplo.  El otorgamiento de beneficios nuevos a funcionarios públicos que quedan sometidos a procedimientos de concurso,  ascenso por mérito o evaluación de desempeño es otro ejemplo relevante.
7. Las mayorías políticas estrechas y los quórum especiales  de mayoría contribuyen a que no sea fácil cambiar normas o políticas existentes pero que si son reformados, dicho cambio tiende a ser   estable por cuanto a su vez es difícil de revertir.  Esta característica ha contribuido a la estabilidad de las reglas del juego, factor sin duda positivo  para la gobernabilidad y el desarrollo del país, el costo – no menor por cierto que ciertos cambios – como las Reformas Constitucionales pendientes desde 1989 y aprobadas recién el año 2005 – tardar un tiempo excesivo en materializarse.
8. Por último, la evaluación  del proceso de formulación de políticas públicas se puede realizar analizando el porcentaje de proyectos de ley aprobados y sus plazos de tramitación.

8.1 En el período comprendido entre el 11 de marzo de 1990 y el 31 de mayo de 2005, el Gobierno envió al Parlamento 1.637 proyectos de ley, de los cuales 1.259 vale decir un 77% fueron aprobados.

8.2 De mayor interés que el porcentaje global señalado, es desglosar el universo de los proyectos en categorías o grupos de acuerdo a su naturaleza temática.  Para efectos de  análisis definí 10 grupos de proyectos a saber:
1. Beneficios a favor de funcionarios públicos.

2. Proyectos económicos y financieros.

3. Proyectos a favor de sectores de la actividad nacional.

4. Reformas sectoriales.

5. Convenios internacionales.

6. Acuerdos de libre comercio.

7. Cambios políticos-institucionales.

8. Derechos humanos y asuntos militares.

9. Leyes de Presupuesto

10. Varios

A su vez, en la categoría 4, Reformas Sectoriales, establecí la siguiente subdivisión:


4a  Reformas sectoriales mayores


4b  Reformas sectoriales menores


4c  Modernización del Estado


4d  Cambios modernizadores del país


4e  Delincuencia, seguridad pública y narcotráfico

Al analizar las tasas de aprobación por categorías se observan diferencias significativas según se deduce de los cuadros siguientes:

Proyectos por Tema y Estado de Situación

( 12 de marzo de 1990 – 31 de mayo de 2005)
	Tema
	Publicados
	%
	En

Trámite
	%
	Rechazados
	%
	Archivados
	%
	Retirados
	%
	TOTAL

	1
	185
	93,43
	1
	0,51
	2
	1,01
	5
	2,53
	5
	2,53
	198

	2
	98
	82,35
	4
	4,20
	1
	0,00
	8
	6,72
	8
	6,72
	119

	3
	79
	88,76
	1
	1,12
	1
	1,12
	4
	4,49
	4
	4,49
	89

	4
	161
	62,89
	24
	9,38
	3
	1,17
	34
	13,28
	34
	13,28
	256

	5
	429
	84,12
	72
	14,12
	1
	0,20
	4
	0,78
	4
	0,78
	510

	6
	9
	100,00
	0
	0,00
	0
	0,00
	0
	0,00
	0
	0,00
	9

	7
	38
	42,22
	13
	14,44
	9
	10,00
	15
	16,67
	15
	16,67
	90

	8
	22
	61,11
	2
	5,56
	2
	5,56
	5
	13,89
	5
	13,89
	36

	9
	223
	71,02
	18
	5,73
	3
	0,96
	35
	11,15
	35
	11,15
	314

	10
	15
	100,00
	0
	0,00
	0
	0,00
	0
	0,00
	0
	0,00
	15

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	1.636


Cuadro 4
Proyectos de la Categoría 4 y su estado de situación

12 de marzo de 1990 – 31 de mayo de 2005

	Categoría
	Publicadas
	%
	En

Trámite
	%
	Rechazado
	%
	Archivado
	%
	Retirado
	%
	TOTAL

	A
	41
	56,94
	9
	12,50
	1
	1,39
	14
	19,44
	7
	9,72
	72

	B
	76
	72,38
	11
	10,48
	0
	0,00
	11
	10,48
	7
	6,67
	105

	C
	21
	67,74
	2
	6,45
	0
	0,00
	6
	19,35
	2
	6,45
	31

	D
	17
	68,00
	2
	8,00
	2
	8,00
	4
	16,00
	0
	0,00
	25

	E
	5
	71,43
	0
	0,00
	0
	0,00
	1
	14,29
	1
	14,29
	7


El análisis de los cuadros precedentes muestra disparidades en las tasas de éxito-fracaso que no son casuales, sino obedecen a sus características y al desempeño del sistema político en el período.
Si se descartan las leyes anuales de Presupuesto, que por definición son siempre aprobadas y el rubro Varios que corresponde a proyectos menores sin significación política, se comprueba lo siguiente:
Del grupo 1, un 93,4% de los proyectos presentados fueron aprobados.  Iniciativa gubernativa que otorga beneficios muy rara vez es cuestionada por parlamentarios de Gobierno u Oposición.  Además, a menudo tales proyectos habían sido consensuados  entre el Gobierno y los sectores involucrados antes de su envío al Parlamento.  Del mismo modo, la tasa de aprobación  para el grupo 3, proyectos a favor de sectores de actividad nacional registra una tasa de 88.8% de aprobación.

Un resultado similar, 82.4%, se observa para los proyectos económico-financieros y respecto de los convenios internacionales (84.1%), lo que refleja el alto grado de consenso alcanzado respecto de la política económica, la estrategia de desarrollo, en particular la inserción internacional del país.  En relación a este último punto resulta particularmente importante que en el rubro Tratados de Libre Comercio, la totalidad de ellos – 9 en el período fueron aprobados.

Significativamente menor es la tasa de aprobación registrada para los grupos Reformas Sectoriales (62,9%), cambios político-institucionales (42,2%) y Derechos Humanos y asuntos militares (61.1%).  A su vez, al interior del grupo 4, es sensiblemente menor la tasa de aprobación para las Reformas Sectoriales mayores (56,9%).

En estas categorías de menor tasa de aprobación parlamentaria se expresa la realidad de un sistema político en que están presentes numerosos puntos de veto y en que la conducta de los actores políticos, sin perjuicio de su disposición básica al acuerdo y la cooperación, está fuertemente marcada por las diferencias doctrinarias y políticas que los separan.
8.3 Desde otro ángulo en relación al conjunto de los proyectos presentados es posible distinguir los siguientes casos:

1. Proyectos de desenlace exitoso

a) Por aprobación directa del Proyecto del Ejecutivo sin perjuicio de los perfeccionamientos que se le puedan haber introducido.

b) De aprobación luego de una negociación pre-legislativa con actores sociales.

c) De aprobación luego de una negociación pre-legislativa con la oposición política y, a menudo también, con una o más bancadas de la propia Concertación.

d) De discusión y negociación en el Parlamento, involucrando modificaciones y concesiones a la oposición y/o a bancadas gubernativas y con la frecuente intervención de actores sociales en defensa de sus valores e intereses específicos.

2. Proyectos fracasados
a) Por desistimiento del Ejecutivo.

b) Por rechazo del Parlamento o aprobación con quórum insuficiente de mayoría.

c) Archivados  por inviabilidad de su aprobación.

3. Políticas estancadas
a) Desbloqueadas después de períodos muy largos y finalmente aprobados, o archivados.

b) Aún pendientes.

El breve enunciado de los caminos alternativos seguidos por los proyectos aprobados, arroja también luz sobre las causales de fracaso o estancamiento.

a) Por divergencias Gobierno – Oposición

b) Por divergencias internas entre bancadas de la propia Concertación; a veces de un número significativo de parlamentarios de una determinada bancada de gobierno, que de esa manera hicieron efectiva su propia capacidad de veto.
Para terminar quisiera señalar que la especificidad del juego político, de los vetos ejercidos y de las formas y momentos de negociación sólo se revelan con nitidez al analizar diversos casos de tramitación de proyectos determinados.  En todo caso una síntesis global válida es que se ha legislado de preferencia en el marco de las reglas del mercado y del liderazgo privado en la actividad económica rectificada o complementada por regulaciones estatales objetivas establecidos por ley.  A su vez  los Gobiernos de la Concertación han dado particular énfasis a los programas sociales y el factor equidad.
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